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PROYECTO DE LEY 
 

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN ARGENTINA, 
SANCIONAN CON FUERZA DE LEY: 

 
 

Artículo 1º.- Modifíquese el artículo 37° de la Ley 24.156 de 
Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector 
Público Nacional, el cual quedará redactado de la siguiente manera:  
 
“ARTICULO 37.- Quedan reservadas al Congreso de la Nación las 
decisiones que afecten el monto total del presupuesto y el monto del 
endeudamiento previsto, así como las partidas que refieran a gastos 
reservados y de inteligencia; y las reestructuraciones presupuestarias 
dentro del monto total aprobado por la ley de presupuesto.  
A tal efecto, toda modificación o reestructuración presupuestaria se 
realiza por ley.”  
 
Artículo 2°.- La presente ley entrará en vigencia a partir del día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.  
 
Artículo 3°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional  
 
 
 

FIRMANTE: Gerardo Milman 
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FUNDAMENTOS 
 

 
Señor Presidente  
 

Vengo a poner nuevamente a disposición de este cuerpo el proyecto presentado en 
el 2021, Expediente 4969-D-2021 para tome estado parlamentario y pueda ser 
tratado aprobado en este periodo. 
 
La Constitución Nacional determina como atribución del Congreso de la Nación: “Fijar 
anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inc. 2 de este 
artículo, el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la administración 
nacional, en base al programa general de gobierno y al plan de inversiones públicas y 
aprobar o desechar la cuenta de inversión”.  
 
En base a la normativa vigente, una vez promulgada la Ley de Presupuesto, el Jefe de 
Gabinete efectúa la distribución administrativa de la misma (conf. Art. 30 de la Ley 
24.156), o sea, la presentación desagregada hasta el último nivel previsto en los 
clasificadores y categorías de programación utilizadas, de los créditos y realizaciones 
contenidas en la ley de presupuesto general.  
 
Durante el ejercicio presupuestario puede presentarse la situación de modificar el 
presupuesto aprobado, tales pueden implicar aumentos, disminuciones o 
reasignaciones de los créditos de gastos y de los recursos presupuestarios.  
 
Las modificaciones presupuestarias son variaciones que experimentan los créditos 
presupuestarios originalmente aprobados, que se producen por varios motivos entre los 
cuales pueden mencionarse las sobreestimaciones o subestimaciones en el gasto o en 
los recursos. Especialmente respecto a los recursos, una clara fuente sería la mayor 
recaudación tributaria a la estimada, que deriva en el aumento de los totales y se 
distribuye de forma discrecional por parte del Jefe de Gabinete.  
 
Tal situación se produce porque en la Ley de Administración Financiera y de los 
Sistemas de Control del Sector Público Nacional (Ley N° 24.156) se distribuyó las 
atribuciones de los poderes legislativo y ejecutivo en materia presupuestaria.  
 
En este sentido, debemos recordar que decía originalmente dicho artículo de la 
mencionada ley:  



 

“1983/2023 - 40 Años de Democracia” 
“ARTICULO 37.- La reglamentación establecerá los alcances y mecanismos para efectuar 
las modificaciones a la ley de presupuesto general que resulten necesarios durante su 
ejecución. Quedarán reservadas al Congreso Nacional las decisiones que afecten el monto 
total del presupuesto y el monto del endeudamiento previsto, así como los cambios que 
impliquen incrementar los gastos corrientes en detrimento de los gastos de capital o de las 
aplicaciones financieras, y los que impliquen un cambio en la distribución de las finalidades.”  

 
Concretamente, determinó para el Congreso de la Nación la potestad de cambiar los 
montos totales de gasto y de deuda aprobados por ley, incrementar el gasto corriente 
en detrimento del de capital y realizar cambios entre finalidades de gasto.  
 
Posteriormente, en el año 2006, la Ley 26.124 modificó el artículo 37° de la Ley de 
Administración Financiera, delegando en el Jefe de Gabinete la potestad de efectuar 
reestructuraciones presupuestarias sin ningún tipo de limitación. Esto es, sobre el total 
del presupuesto aprobado por el Congreso de la Nación en ejercicio de una atribución 
que la Constitución Nacional le reconoce como propia y exclusiva en el art. 75 inc. 8.  
 
En ese contexto, se instauraron así los llamados “superpoderes” con carácter 
permanente, práctica que había nacido años antes, pero como inserción en las propias 
leyes de presupuesto.  
 
Esto implicó perturbar el programa constitucional que asigna el rol de trazar las partidas 
y asignaciones de los fondos públicos al Poder Legislativo, resintiendo también con ello 
el propio principio republicano de división de poderes.  
 
En el camino de corregir tal situación, en el año 2016, se sanciona la ley 27.342 que le 
puso un límite a tal delegación en el Jefe de Gabinete. La modificación que la norma 
citada operó en el artículo 37° de la Ley de Administración Financiera, fue que las 
reestructuraciones no podían superar el 7,5% del total del presupuesto en 2017, y del 
5% a partir de 2018. Y en ningún caso el 15% del gasto aprobado por finalidad.  
 
El artículo 37 vigente de la Ley 24.156 de Administración Financiera y de los Sistemas 
de Control del Sector Público Nacional, dispone:  
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“ARTICULO 37.- Quedan reservadas al Congreso Nacional las decisiones que afecten el 
monto total del presupuesto y el monto del endeudamiento previsto, así como las partidas 
que refieran a gastos reservados y de inteligencia.  
 
El jefe de Gabinete de Ministros puede disponer las reestructuraciones presupuestarias que 
considere necesarias dentro del monto total aprobado.  
 
Dichas reestructuraciones no podrán superar el siete coma cinco por ciento (7,5%) para el 
ejercicio 2017 y el cinco por ciento (5%) para el ejercicio 2018 y siguientes, del monto total 
aprobado por cada ley de presupuesto, ni el quince por ciento (15%) del presupuesto 
aprobado por finalidad, cuando se trate de incrementos de gastos corrientes en detrimento 
de gastos de capital o de aplicaciones financieras, y/o modificaciones en la distribución de 
las finalidades.  
 
A tales fines, exceptúase al jefe de Gabinete de Ministros de lo establecido en el artículo 15 
de la ley 25.917.  
 
Las reestructuraciones presupuestarias realizadas por la Jefatura de Gabinete de Ministros, 
en función de las facultades establecidas en el presente artículo, deberán ser notificadas 
fehacientemente a ambas comisiones de Presupuesto y Hacienda del Honorable Congreso 
de la Nación dentro de los cinco (5) días hábiles de su dictado, especificándose los montos 
dinerarios, finalidades del gasto, metas físicas y programas modificados.  
 
La reglamentación establecerá los alcances y mecanismos para efectuar las modificaciones 
a la ley de presupuesto general que resulten necesarios durante su ejecución.”  
 

Como se puede observar, el equilibrio originario fue progresivamente flexibilizado en 
desmedro de las potestades del Congreso de la Nación mediante el empleo recurrente 
de delegaciones legislativas y Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU).  
En el siguiente cuadro se puede observar el volumen de las modificaciones 
presupuestarios en su momento: 
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La aplicación de este esquema delegativo ha sido una constante en las últimas 
décadas, erigiéndose en la práctica como principio de funcionamiento institucional y, en 
ello, su principal consecuencia fue la ampliación de las facultades del Poder Ejecutivo 
en la etapa de ejecución presupuestaria.  
 
Como se ha mencionado, en el plano normativo, la delegación de funciones legislativas 
en cabeza del Poder Ejecutivo es un fenómeno presente desde los albores del actual 
sistema de administración financiera (1992).  
 
En retrospectiva, la aplicación de este esquema dejó en manos del Congreso de la 
Nación prácticamente una única facultad reservada a lo largo de todo el período: la de 
modificar el monto total del presupuesto con origen en mayores recursos de los 
previstos. El resto fueron tomadas por el Poder Ejecutivo a través de las sucesivas leyes 
de presupuesto.  
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En definitiva, aun siendo escasas las competencias no delegadas por el Congreso de 
la Nación en la materia, la utilización del DNU ha sido el recurso determinante que, de 
forma transversal y creciente, explica la mayor parte del quantum, de las modificaciones 
presupuestarias desde 1994.  
 
Como se ha desarrollado, la imposición de tales delegaciones en la Ley 24.156 o en las 
leyes de presupuesto claramente no significa que corresponda.  
 
La Constitución Nacional consagra el principio de reserva de ley en materia 
presupuestaria. Su base jurídica es el artículo 75, inciso 8. En términos normativos la 
reserva se traduce en una serie de reglas: la atribución de competencia exclusiva al 
órgano legislativo para tomar la decisión presupuestaria y la prohibición de ejercicio 
dirigida a los demás órganos.  
 
La reserva de ley respecto de la decisión presupuestaria significa que solamente el 
Congreso de la Nación puede disponerla (crear la ley), cambiarla (modificar la ley) o 
eliminarla (derogar la Ley). Abarca los tres momentos de creación, modificación y 
derogación de ley.  
 
Es la Constitución Nacional que confiere la atribución al órgano legislativo de fijar 
anualmente la ley de presupuesto, circunscribe ese poder a la materia constitucional 
dada, de manera exclusiva o reservada. Solamente esa fuente normativa (la Ley) podrá 
reglar o disciplinar las normas sobre esa materia, con exclusión de toda otra fuente.  
 
Entendemos que la delegación legal amplia y estructural de facultades en el Jefe de 
Gabinete violaría la norma constitucional presupuestaria básica consagrada en el 
sistema constitucional argentino.  
 
A su vez, la atribución constitucional del Jefe de Gabinete en materia presupuestaria se 
limita a lo procedimental mediante el envío del proyecto y a la faz de ejecución (art. 100, 
incs. 6 y 7 de la CN); tal faz no incluye la atribución de modificación de la ley de 
presupuesto, solo establece que debe ejecutarla.  
 
Asimismo, la permisión del dictado de DNU durante la faz de ejecución de la ley de 
presupuesto provoca una flexibilización del principio de reserva legal presupuestaria.  
La objeción reside en la justificación fáctica de las circunstancias que impidan seguir el 
trámite ordinario de sanción de las leyes para, si fuere realmente necesario, modificar 
la ley de presupuesto, si bien dichas circunstancias puedan eventualmente existir, pero 
no con la habitualidad que es la regla.  
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El respeto al rol del Congreso de la Nación en la determinación de las necesidades 
sociales atendibles con recursos colectivos es un requisito fundamental.  
El Congreso de la Nación ha demostrado en numerosas oportunidades la capacidad de 
actuar con rapidez y celeridad para estar a la altura de los tiempos que necesita nuestro 
País.  
 
Actualmente, se cuenta con una mayor capacidad operativa que permite desempeñar 
dicha responsabilidad. Con la creación de la Oficina de Presupuesto del Congreso 
Nacional (OPC), establecida por Ley Nº 27.343, se incorporó un nivel profesional de 
soporte técnico dotada con los recursos especializados y el acceso a la información 
acordes a la complejidad de tales funciones.  
 
Por tal motivo, no es correcto que la afectación de las remesas de recursos que excedan 
lo presupuestado puedan ser asignadas discrecionalmente por el Órgano Ejecutivo a 
través de un DNU, cuando lo que corresponde por norma constitucional es que sean 
autorizadas por el Congreso de la Nación.  
 
El presente proyecto pretende que el Congreso de la Nación vuelva a tener la plenitud 
de sus facultades en la materia y que las partidas de recursos que provengan del 
excedente de lo efectivamente recaudado con lo presupuestado tengan que ser 
remitidas al Congreso de la Nación a los efectos de autorizar su aplicación.  
Por ello, se presenta este proyecto con el objeto de poner fin a los llamados 
“superpoderes” o delegaciones legislativas y respetar la Constitución de la Nación, que 
establece claramente que el Presupuesto Nacional debe ser decidido por el Congreso 
de la Nación.  
 
Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares me acompañen en el presente proyecto 

de ley. 

 

 

FIRMANTE: Gerardo Milman 
 


